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en nulidad es una vulneración turidica, más' para que &e anu­
de a ella la indefensión, la omisión, a través de la incompare­
cencia en la conciliación, tendrá quepr-oyectar8e, realmente, en
1& sentencia dictada., objeto· de amparo, porque si el fallQ se
hubiera apoyado en consideraciones atenas a 1& conciliación,
bac~endo superflua o inútil la repetición del _lter_ procesal, la
1nd~fenst6n no se hubiera producido, por cuanto en nada in­
fluiría en la decisión. Pero este no ea ,el caso, porque la sen­
tencia adopta como fundamento único de su fallo la incom­
parecencia del demandante al acto de conciliación y como
fundamento de t.aJ. decición el de la validez de la citación. Como
en la falta de. citación, o en su equivalente nulidad d~ la cita­
ción,' no remediada por el· Magistrado de instancia y no corregi­
da por el de suplicación. tz'avéS 'del motivo del articulo 1S2, .3.°,
de la LPL. se encuentra· el origen de la indefensión, procede
otorgar el amparo respecto de una violación 'que, aunque or1w
ginarla en un procedimieutoprelJminar o previo seguido ante
un órgano .no integrado en 1& organización judicial" se ha pro­
yectado sobre el proceso jurisdl"'c1onal posterior, en el que se
ha anudado a la indicada violación la indefensión del' deman­
dante(

PALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal ConsUtucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA NACION ESPAl'lO~A, /.

5309 Sala Primera.. RecurlO de amparo número 46/1982.
Sentencia numero 2/1983, de 24 de enero.,

La Sala Primera del Tribunal Constitucional,' compuesta por
don ManueLGarda.·Pelayo Alonso. Presidente, y don Angel La-­
torre Segl,lra, don Manuel Diez de Velaseo Vallejo, doña Glo·
ria Segué Cantón, don Rafael GómezwFerrer Morant y don An­
gel Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado,

EN NOMBRE DEL REY

, la siguiente

SENTENCIA.

En el recurso de amparo número 46/1982. promovido por
don Sócrates Serrano Fernández, don- Gonzalo González Me­
diavUla., don Ubaldo AcuAa García, don Andrés Encinas San
José, don Juan Sainz López, don Antonio Pastor Rey, don Jesüs
Martin Ca.strillo, don Ildefonso Recio Reclo y don Alberto Nie·
to Martlnez, mayores de edad'y vecinos de Valladolid, miembros
del Comité de Empresa de la fábrica -Santa Victoria-o de la .
.Sociedad Industrial Castellana, S. A._, en la representación
que ostentan de la plantilla de trabajadores de dicha empresa,
.y Que en este proceso han comparecido con la postulación del
Procurador dón José Luis Granizo Garcta·Cuenca, y asistidos
por el Letrado don Angel Velasco .Rodríguez, contra la senten·
ela de la Sala Quinta dél Tribunal Central de Trabalo de 29
de diciembre de 1981, que confirmó la de la Magistratura de
Trabajo número 2 de Valladolid, de 23 de noviembre del mismo
a:Oo. habiendo sido también' Parte en el procedimiento el Mi·
nisterio_ Fiscal, y siendo Ponente el Magistrado don Angel Esca·
dero' del Corral; quien expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

1. El Procurador don José Luis Granizo Gareta-Cuenca, en
·nombre y representación de don Sócrates Serrano FernAndez.
don Gonzalo, González Mediavilla, don Ubaldo Acuña Garda,
don Andrés' Encin&6. San José, don Juan Sainz López. don An-'
tonto Pastor Rey, don Jesús Martín Castillo, don lldefonso
Recio fl,edo y don Alberto .Nieto MarUnez, v~nos de Valla...
dolid, -formuló demanda de amparo por escrito que fue regis­
trado el .12 de febrero de 1982. en la que exponía como antece:"
dentes, sintéticamente reflejados, los siguientes:

a> -Que los recurrentes, miembros del Comité de Empresa
de la fábrica .Santa Victoria- de 1& .Sociedad Castellana, S. A._,
representando a lB plantilla de' trabajadores de'la misma., inten- .
tarcn prooedimi~nto de conflicto colectivo por la vía del articu­
lo 145 de la Ley de Procedimiento Laboral, dando origen a actua­
ciones seguidas ant~ la Magistratura de Trabajo número 2 de
Valladolid, la que dictó sentencia desesUmatoriade sus pre­
tensiones el 23 de noviembre de 1981. .

b) El' 30 de octubre de 1981 se habta dictado sentencia en
idénticos términos por la'Magistratura de Trabajo número 2 de
Le6n, en procedimIento sobre conflicto colectivo Instado por el
CoIIiité de Empresa de la fábrIca .Santa Elena-, de la .50­
ciedad Industrial Castellana. S. A._• ..de aquella ciudad, con
iguales pretensiones. Tal sentencia .declaraba probado .que
el.26 de ,mayo de 19615 la Empresa .Sociedad Industrial Caste­
llana, S. A._, 800rdÓ completar a todos 1m trabajadores las
percepciones entonces vigentes. en caso' de enfermedad común;
hasta el 85 por 100 del' ~1ar10 dia, y 1&8 percepciones, en oaso

Ha dl?Cidido:

Otorgar el amparo solidtado ~or don Manuel Jiménez Me­
jias, en· cuanto:

1.0 Declarar la nulidad de la sentencia dicta,da por el'Ma.­
gistrado de Trabajo numero 14 de Barcelona. de fecha 11 de
julio de 1980. en el proceso laboral seguido a instancia del soli­
citante de amparo contra .Discabe~ S. A.• , sobre despido, y de
que en SUpliCaclón ha pronunciado el Tribunal Central de Tra­
balo el 27 de febrero de 1982.· confirmando aquélla.

2.° Retrotraer las- actuaciones del proceso laboral 1Ddicado
al momento inmediato siguiente a la recepción de la oertifi­
caicón del acto de conciliación, para qUe por el Magistrado de
Trabajo S8 disponga que el IMAC debe proceder a convocara
COnciliación al demandante, 'f demandado, citándolos en fonna
y de modo que quede constancia de la cédula, oficio o carta
de citación. ~

3.° Reconocer ,el derecho del demandante a ler citado eh
forma para el acto de conciliación, y celebrado '&Sto, a que
continúe el proceso hasta la decisi6n que en derecho proceda.

Publiquese en el .Boletín, ·Oficial del Estado•.

~ Dada en Madrid a trece de enero de mil novecientos ochen­
ta y tres.-Jer6nimo Arozamena SieITa.-Francisco Rubio LIo·
rante.-Luis Diez Picazo.-Francisco Tomás y Vahente.-Firma­
.-lQs y rubricados. .

de accidente, hasta el 90 por 100 de dicho salaiio, y las demás
COndiciones previstas en el documento del follo 4 de los autos;
que tales percepciones ha venid" abonándolas la empresa en
los expresados. porcentajes hasta la entrada en vigor del Real
'Decreto 53, de 11 de enero de 1980, y a partir de entonces, entre
el cuarto y el vigésimo dia de incaPacidad laboral transitoria,
abona a los trabajadores que se hallan en tal situación .!l 10
por 100 de su salarlo dia, en caso ·de baja por enfermedad -"
común, y. el 15 por 100 del mismo si la baja se debe a &CCidente
laboral-o

c) Los, hechos probddol de la sentencia indicada de la Kia­
gistratura ,de Valladolid son, en lo esencial, totalmente coin­
cidentes con los expuestos de la resolución de León.

d) _Contra la. sentencla de .la Magistratura de Valladolid,
en la que los recurrentes fueron partes, interpusieron recurso
de suplicación ante la Sala Quinta del Tribunal Central de
Trabajo por omIsión Qn el resUltando de hechos probados: por·
incongruencia entre pretensión y fallo; por in1'ringirse el prin­
cipio de la condición más beneficiosa, y por interpretación erró·
nea del Real DeCreto 53/1980, vinculante para las gestoraS de
Seguridad Social, pero no para los empleadores.

e) En sentencia de 29 de diciembre de 1981, la Sala Quinta
de dicho Tribunal Central desestimó tal recurso, confirmando
la sentencia de instancia La notificación de tal resolución tuvo
lugar el 20 de enero de 1982•

f) Contra esta sentencia, al uo caber recurso alguno, esta-­
ba.n agotados todos los recursos utilizables en vía judicial.

g) Días. más tarde tuvieron los actores conocimiento que
la propia Sala Quinta del Tribuna.l Central falló el recurso ,in­
terpuesto por. el Comité de Empresa de León antes indicatlo,
estimando el recurso y revocando la sen~ncia de la Magisira­
tura de dicha ciudad. (;CIn pronunciamiento opuesto al reCaído
en el procedimiento seguido por los recurrentes, creando una
situación de desigualdad, pues los trabajadores de la fábrica de
León disfrutarán de la -condición más beneficlosa.-, abonándo­
les la empresa hasta el B5 por 100 ó el 90 por 100, según se
trate de incapaaidad laboral transitoria por enfermedad o ac­
cidente. mientras que los trabajadores --de la propia empresa
en la fábrica de Valladolid percibirán el 70 óel 75 por 100.
respectivamente,. para idénticas contingencias, cuando la me­
jora para todos arranca del mísmo pacto original.' .

h) De no prosperar. el amparo constitucional, la situación
sería la de que, en situaciones idénticas, trabajadores de la
misma empresa. unos se beñeficlarian del derechó adquirido a
una mejora, mientras que a otros no se les reconocería. Y todo
ello por I sendas reSoluciones de un mismo Tribunal.

En los fundamentos jurídicos de la demanda se alega por­
menorizada:rnentt,l sobre el cumplimiento de las exigencias pro­
oesales Iiecesarias para recuITit en aIIlParo. y en cuanto al
fondo jurídico: que al conceder las dos sentencias indicadas
del Tribunal Central Un tratamiento opuesto para idénticos
supuestos, dentro del mismo ámbito empresarial, se lesiona el
principio de igualdad del articulo 14 de la Constitución. porque
en el caso de examen. las. situaciones de becho son iguales, y
el tratamiento fW1dico desigual, por razones no atendibles 1U­
rídicamente, existiendo además la lesión del derecho a obtener
la tutela efectiva de los Tribunales de Justicia que determina,
el -articulo 24.1 de la' misma Constitución, debiendo la senten­
cia ser congruente con la súpllca de "la pretensión ejercitada,
no 'co~cediendo ni IDE:!nOS ni' nada distinto da 10 pedido, siendo
asi que la sentencia recbazó UJla pretensión ejercitada en via
previa, porque tal pedimento no se expuso en la comunicBw
ción de iniciación de oficio del procedimiento laboral.
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La súplica de la demanda precisa la petición de que se d~·
clare la nulidad de la sentencilll del Tribuna,l Ce!1tra1 de TrabaJo
d.e 29 de diciembre de 1981, con la determInaCIÓn, en su caso,
de la extensión de sus efectos. . .

2 Admitida la demanda a trámite se recabaron y reCibierOn
las "actuaciones de las Magistraturas' de Trabajo de ValIa~olid
y León indicadas asi como del Tribunal Central de Tratla)o. Y
sa emplazaron a las paptes que 10 fueron en los procesos labo­
rales. Personándosfl' en las actuaciones de amparo el Procurador
don Enrique Hernánd'ez de Tabernilla. en representaclón de la
.Sociedad Industrial Castellana. S. A .• , a quien se tuvo por
personado. Y se abrió el plazo común para que el Mio,isteria
Fiscal.· la parte recurrente y la Sociedad pers~nada rea,lizaran

las alC'gaciones que ésUm",ren pl'Qcedentes. . .
3. La parte promovente del amparo, en 'Sus alegllclones,

reiteró su demanda y la lesi6n d..- los principios de igualdad y
de tutela judicial de los articulas 14 y 24.1 de la Constitución,
reiterBndo a su vez la propla súplic8' de la demanda. todo ello
a medio de razonamientos similares a los ya expuestos.

4. La ..Sociedad IndtlstrIal ·Castellana, S. A._, en esencia,
alegó que el problema Se contrae a interpretar la obligación
asumIda voluntariamente por la Empresa el 26 de mayo de 1965,
al C"omprometerse a complementar _las prestaciones actualeS­
hasta el SS por 100 Ó 90 por 100 del salario o jornal ba~, refi­
riéndose n los dos procesos determinados en la demanda, y a las
dos sentencias del Tribunal Certtral de TrabAjo con distint.o
fallo. Precisa que los recurrentes en el amparo fun~an su petl·
ció'l ~n una sentenc1a·que lE' es ajena, y que precisamente es
discrepante con 'el únánime crlterid precedente. El tema que se
presenta en amparo es de condic1ón revisoria de sentencia. lo
que es peculiar de otra jurisdicción. Los actores preten~en una
resolución que excede del recur90 de amparo. En ningun caso
la ex1stencla de criterios interpretativos distin~os de los órganos

. Jurisdiccionales, aun del mismo órgano, dejan de est~ tomer·
sus en la facultad' de arbitrio iudicial, admisible en la perspec­
tIVa. constitucional.

Considera que el principio de igualdad del articulo 14 de la
Constitución no se lesiona por fallos judiciales diVersos, pues
no representan arbitrariedad ni conducta iniustificadamente
discriminatoria, siendo producto .del libre ejerCicio de la facultad
d~ juzgar en arbitrio judicial. Estima se trata con el recurso de
desfi~urar la COMA íuzgada, protegida ·en el artículo 118 de_la
Constitución, atacando· un fallo firme. Y niega también que

. se haya vulnerado el artículo 24 de la Constituci9n. por no
habE'r) existido indéfensiOn ·en. Un proceso desarrollado con las
dp;bidas "garantías. porque se dictara luego de ser oida una re­
solución desfavorable para los recurrentes.

Suplicó sentencia der1egando el recurso de amparo.
5. El Ministerio Fis(.aL en sus alegaciones. en síntesis. ex­

puso los antecedentes de hecho del proceso, para fijar la discre­
paneia entre las. dos. sentencias del Tribunal Central. sobre el
mic;mo hecho obligacional. generando un desigual dasnivel de
protl"Cción económica asistencial entre lo~ trabal,adores d'€!l cen·
trode trabajo de Valladolid y de León. c,\n beneficio de estos
últimos. - .

Sei'\ala que en ~l caso de examen existe una Identidad entre
loo; supuestos procesales, por interpretarse en· ambos el cante­
n ido del documento de 26 de mayo de 1965, en retación con el
Decreto 53/1980; surgir los dos procesOS de sendos expedientes
de conflicto colectivo. que afectan a dos centros de trabalo de
la mic;ma Empresa~ los dos procesos son juzgados en definitiva­
por el mIsmo órgano judicial, Sala Quinta del Tribunal Central
de Trabajo' las dos sentencias son prácticamente coetá.neas y
tienen un tratamiento jurisdiccional contradictorio .y antitético,
imposibilitando la coexistencia de la lurisdlcción de hechos
iguales. Por e11o- estima que han sido infringidos los articulos 14
y 24 de la Constitución. ,..

Entiende que al no existir cauces que puedan en vía ordina­
ria remediar tal contradicción. el amparo dcbe lograrlo.

Al solicitar s610 la demanda la nulidad de la sentencIa de 29
de diciembre de 1980. y siendo finne y no atacada la de 19 de
en~ro de 1981. con la que se compara. estima que la resolucIón
d~berfa afectar a ambas resoluciones y no sólo a la J'rimera
de ellas. todo lo Que debió ser obleto de la pretensión de la
d",manda. _ Un adecuado enfoque lurfdfco requiere cuestionar
las dos resoluciones contradictorias. retrotrayendo los prooe­
dimient.os al momento anterior ai fallo, a fin de que el órgano
Judicial dicte el pronunciamiento correcto para los dos procesos
"e~uidos, resolviendo la contradicdón. No puede ob<;taculizar
E"@ta resoluclón la posible Incongruencia entre la demanda ini­
cial y el faUo de amparo, pues aplicando flextblemente el articu­
lo 84 de la LOTe, y entendiendo que impllcitamente en el am­
J)aro se pide la pretensión df'l dnble nulidad de las sentencias. ~
~~berla llamar al proceso; mediante emplazamiento, al Comlté
tle Empres/l de León, que fue parte en el segundo prooedirnlento.

El fallo del proceso constitucional no podré. tener pronun·
e'Jamiento respecto a una y otra opción de las manejadas en
las sentencias del Tribunal Central. y reconocida la violación
de los derechos constitucionales, qUe emana de la contradicción
pn los fallos, se declarara la nulidad de las dos sentencias del
Tribunal Central. para q,ue, dictare nuevas sentencias sin con­
dicionamiento alguno, removiendo el supuesto de Inconstitucfo·
naUdad pero decidiendo con absoluta libertad de criterio· en
sp.ntido favorable o' desfavorable a la tesis de. los Comités de
Empresa.

Tenninó soItcitando que, por los motivos expuest08 y hechas

las reservas explicitadas sobre admisibilidad y, congruencia. se
accediera al otorgamiento del amparo en los términos indicados.

. 6, Por providencia de fecha vr de enero de 1983.. se señaló
para deliberación' y votación de este proceso por esta S~la el
dia 19 siguiente, en el que Se llevaron a cabo diChas dehbera­
ciones Y votación.

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. La demanda de amparo ejercita la pretensi6n declarativa
de nulidad de la sentencia de 29, de diciembre de. 1981. dictada
por el Tribunal Central de Trabajo (TCT) , desestImando el re­
curso de' suplic8.4ión entablado contra precedente scmtencia de
la Magistratura de Trabajo dé ValIadolid número 2, per el mIsmo
Comité de Empresa que formuló el proceso: constituqional. ale­
gando la vulneración, por motivos distintos, de los articulas 24.1
y 14 de la ConstituQión, resultando precjso, por ello, tratarlos
separadamente para cbnseguir la debida decisión.

2. La infracción del articulo 24.1 de la CE. que concede el
derecho a obtener la tutela efectiva de louueces y Tribunales,
sin que en ningún caso se pueda producir indefensión. se alega
en el supuesto de' examen. con mucha parquedad y total aus.en­
cia de e1.aridad, no en los hechos de la demanda de am~aro. SlOO
al final del fundamento jurídico 5.° con base exclUSiva en la
necesidad de obtener re!puesta~congruente a todas las preten­
siones en la se·ntencia judicial, siendo asl qUé el TCT estimó que
la Magistratura habia actuado correctamente. al resolver. sólo
sobre la pretensiÓ'n única inc!utda, pOr la autoridad la.b?ral en
la comunicación para la iniciacI6n -sIempre de OfICIO- del
proceso seg(¡n dispone el artículO 144. ·nÚIDerOlt 2.° y 3.°, de la
LeY de Procedimiento Laboral. no extendiéndose a otras preten·
sIones que pudiera contener la papeleta de concIliación. mAxtme
cuando la omisión no fue puesta de manifiesto por los actores
en el acto de la vista. .

Al defecto indicado de falta de claridad en la demanda, que
lesiona el mandato del arUculo 49.1 de la LOTC. ha- de agregarse
que también adolece, en t"ldo caso, de la omisión de no exponer
en momento alguno cuAl fue o fueron las pretensiones no re­
sueltas, por lo que no resultan conocidas. teniendo Que E'star
l\ la interpretación realizada por la TCT sobre la trascendencia
de la comunicación de la autoridad laboral para fijar ."!1 alcance
y contenido del proceso, ya que, según el- citado articulo 144,.
inicia siempre éste debiendo contener la -enumeración clara y
concreta de los hechos sobre que verse el litigio- y de sus pro·
tensiones. determinando en definitiva su alcance material. ha·
na.ndose con!fentida tal comunicación por los actores, QUe no
pueden desconocerla posteriormente 'Por la vinculación' a sus
propios actos, tratando en definitiva sus alegaciones de cOl\vertir
el amparo p.n una nueva instancia que realice un juicio- de
mera· legalidad, lo. que está vedado: efectuar a esté Tribunal,
s.egún muy reiterada doétrina suya. por lo que en definitiva
no puede aceptarse la pretensión de vulneración del articulo 24.1
de la ConstitucIón. .

3. Para examinar y decidir sobre la invocada infracción del
articulQ lt de la CE. resulta indispensable precisar los antece­
dentes de los conflictos colectivos y de lB.! resoluciones judi­
ciales de los procesos laborales que· originaron. pues, en el· dis·
cordante contenido de éstas. se fundamenta la· vulneración del
principIo de igualdad; ·antecedentes que son en síntesis los st·
guientes:

Al La Empresa -Sociedad Industrial Castellana, S. A.-. con·
cedió a los trabafadores. de sus dos centros dé trabajo sitos en
Valladolid y León. una" m€jora directa de prestación el 26 de
mayo de 1965, consistente en complementar las prestaciones que
satisfacía la Seguridad Social hasta el as por 100 y,9O por 100
del salario dia, respectivamente, para los casos de enfermedad
y accidente, y en los dias comprendidos entre el cuarto y veinte
de la bata. , -

Bl Al dictarse el Decreto 53/1980, de 11 de enero. que redujo
la prestación de la Seguridad Social desde el 75. por lOO del
salario, que era la tradicional. al 60 por 100 del mismo, sur~

gieron sendos conflictos colectivos sobre la interpretación de
dtcha mejora, al estimar la Empresa que su obligación consistía
en mantener el porcenta;e filo que venia concediendo ellO
por 100 para el caso de enfermedad y del 15 por 100 para el de
accidente. y entender por el contrarto los trabajadores que
siempre habia' de atenderse al limIte setialado en el acuerdo
del 85 por 100 y 90 por 100 del salarlo, que tenia que ser abonado
como complemento 'Variable. según la entidad mayor o menor
aportada por la Seguridad Social.

Cl En los procesos laborales subsiguientes a los conDictol
se dictaron sentencias por las Magtstraturas de Trabajo núme­
ro 2 de Valladolid, el 23 de noviembre ·de 1981. y de León. de 30
de octubre de igual afta. referidas a los respectivos centros de
trabajo, acogien.do la postción de la Empresa, y recurridas am:'
bas en suplicactó:n. la Sala Quinta del Tribunal Central de~
bajo. en su sentencld dé. 29 de d1c1umb(e de 1981. referente a JOl!I
trabajadores del centro de Valladolid, .manUene la misma post­
ción. en tanto que la de 19 de enero. de- 1982,- afectante ~l de
León. modifica la resolución de la Magistratura y acoge la pre-
tensión de los trabajadores· del centro de esta capitat ,

DJ En virtud de estas 1K>sic1o:t.es contradictorias. el ComIt6
de empresa del centro de trabajo de 'Valladolid interpuso el
presente recurso de amparo. por esUmar tnfringido el prjnciplo

, de igualdAd, atacando 1&. sentene1a a eIloa referida de 20 de
dtctembre de 1981.
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f. El principio de igualdad. ante la Ley eonsagrado en el ar­
ticulo 14. de la CE ha .ido configurado, en la parte que aquí in­
teresa, _por la doctrina reiterada 4e esw Tribunal y de la que
Bon 6specialns exponentes las sentencias de 14 y 22 de Julio
de 1982, como un derecho subjetivo de los ciudadanos a obtener
un trato igual. qUe obUga y limita a . los poderes públicos a
respatarlo, y qu,e exige que los supuestos de hecho iguales sea.n
tratados idénticamente en sus consecuencias juridicas, abarcan­
do también a la igualdad en 1& aplicación de la Ley. de manera
que un mismo órgano jurisdiccional no pueda. en casos sus­
tancialmente iguales, modificar arbitrariamente el sentido de
sus resoluciones. salvo cuand(J- su aparta~l1enl.O de los preceden­
tes posea una fundamentación suficiente y razonada, y que en
los supuestos de decisiones desiguales, debidas ~ órganos plu­
rales, corresponde a la jurisprudencia de los órganos jurisdic­
cionales de superior rango, establecer· la necesaria uniformidad.
en la aplicación de la Ley, en pro de la seguridad juridica.

Teniendo en cuenta esta doctrina y para poder ooncederle
efectividad y llegar' a la decisión procedente del amparo, es
necesario seguidamente esclarecer en el caso concreto, en primer
lugar, si existe una identidad de situaciones de hecho y de
derecho aplicado; en segundo ténnlno. precisar -las circunstan­
cias concurrentes en las resoluciones judiciales que mantienen
distinta apllcaci6n Jurídica para su posible confrontación, y en
último término, determinar a qué autoridad corresponde corre·
gir la. desigualdad originada y cómo debe efectuarlo. .

5. ,Resulta patente la identidad. de los supuestos procesales
de hecho existentes en los dos conflictos qUe motivaron los pro­
cesos judiciales, y que fueron objeto de las sentencias, -pues
aquéllos surg¡erQn de la mejora de las prestaciones con~didas

por la Empresa, y qUe' afectaba por igual a los trabajadores de
los centros 'de Valladolid y León, coincidiendo éstos en sus pre­
tensiones, y qurdando reflejado, todo ello de manera coincidente·
en los hechos probados de los resultandos y en los consideran­
dos de las reSOluciones de los dos procesos, sin divergencia al­
guna esencial. y qUe este Tribunal debe respetar según el ar­
ticulo 44.1 b) de la LOTe.

La desiguaHiad producida por las sentencias del Tribunai
Central del Trabajo es jurídica, o en la aplicación de la. let', por­
'el contrad)ctorio tratamiento jurisdiccional a que aquéllas lle­
gan, a consecuencia de la difurente interpretación que réalizan
del acuerdo 1e la Empresa al indagar el sentido de la voluntad
subjetiva que lo inspira -más movible y dificil que la objetiva
de le. norma-, y enmarcada en la ambigüedad en que se mue­
ven los supuestos de mejoras voluntarias que oscilan entre los
principios de consolidaci6n 'i compensaci6n y.' además, la radi­
cal autouomia,:del supuesto que' orIginó la .concesión y la ·ca.­
rancia de previa jurisprudencia. lo que pudo motivar el des~

acuerdo de las dos sentencias wdicadas, ·pues mientras que la
de 29 de diclemb1)3 dI'" 1981, al fijar el COste para la Empresa
del complemento establecido, otorgó preferencia. al porcentaje
fiJo del 10 y del 15,por lOO, según los supuestos, y que eran
el. resultado de completar las' prestaciones del momento del
Convenio, la sentencia de 19 de enero de 19S2 en cambio eligió
complems:ltar el subsidIO basta. el nivel superior fijado del 85
y 90 por lOO, en atención a señalar la Empresa. -el concepto base
de ..salario día", que no comcidía con el concepto da. la pr{ls­
tación de sr:>guridad socía. que es el _salario base de cotización-,

. produciéndose con ~el tieJll,po modificaciones de porcentaje con­
forme se alterara la base de la indicada prestación.

Las resoluciones 'interpretativas de ambas sentencias poseen
idéntico valor desde un punto de vista constitucion~l e incluso
desde el aspecto jurídica positivo ordinaI1o manifiestan razo­
namientos diferentes, sob;re cuyo valor este Tribunal nada puede
decidir. porque carece de la facultad de bacer juicio de lega-
lidad ordir..arla. .'

6. Sin embargo. la consideración de la existencia de una
vúlneración del principio de igualdad en la aplicación de la ley
ante las sentencias opu~stas requiere despejar el obstáculo que
para su admisibilidad jurídica representa el hecho de que la
sentencia impugnada de 29 de diciembre de 1981, que establece
el porcentaje fIJO, es anterior en su fecha que la de 19 de enero
de 1982 y que acepta la función del complemento variable, ya
que lógicamente la desigualdad no la causa aquella tesolución
impugnada en aIJ;lparo, al no existir ,cuando se dictó término
comparativo, sino que quien la originó fue la últimamente in­
dtcada, que goza. ele firmeza y que altera y modifica la doctrina
8Dstenida ,en la resolución que le precedió en el tiempo. .

Este obstáculo se supera, no obstante, estimando la coeta.­
neidad de ambas sentencias. de manera que no sea s610 la se­
gunda 'la que deba compararse -lógicamente con la primera, sino
entendiendo que las dos deben ~ener un punto de referenci~
en la contraria, originando una desigualdad conjunta, aunque
no por ello pueda llegarse a la anulaci6n de ambas resoluciones.
.,a que 10 impide, el alcance del proceso constitucional de am­
paro, que liLl referirse " la salvaguarda de los derechos subje­
tivos conl§tituckmales sólo puede atender a las pretensiones de
las partes, siN. pOSibilidad de desbordarlas, trayendo al juicio
de amparo a otras personas que no fueron parte en el proceso
ludicial antecedente, aun~ue]o fueran en otro similar res.uelto
para ellas de manera .favorable, por setl.tencia que consintIeron
y que goza de la autoridad de cosa juzgada -articulo 118 CE-;
y que no puede dejarse sin virtualidad por este Tribunal: razo­
nes que hacen imposible aceptar la petición del Ministerio Fiscal
de llamar al pI'O{';eso 'al Comité de Empresa de León, para en
definitiva anular l. sentencia que le favorecía, al igual ,que 1&

que es objeto de este amparo. aunque dicha petici6n fuera guia.­
da por el laudable propósito de que el TCT resolviera la con­
tradicci6n sin lunitaeión alguna.

Dicha coetaneidad de .Ia.s Be:ltencias dema, de Un lado, de
la iniciación y desl:l.rrollo sim'..11táneo en el tiempo de cada. uno
de los procesos, aunque .::ondujeran en definitiva a resoiu::wnes
opuestas, pero distantes tan 5610 veinte días, siendo dietadas
por la mÍE·ma Sala QULDta del TCf, compuesta por dos MagIS­
trados iguales, de los tres que integraron las dos Salas para
decidir cada caso, y por otro, de c.onsiderar 1& sustancia in­
trínseca idéntica de los dos procesos, que debieron lógicamente
conducir a su unificación en el trámite y en el fallo, por apli·
cación del artículo 2, párrafo 6:'é', de la Ley de Procedimiento
Laboral, que determina que cuando los conflictos colectivos
afecten a más de una prov1Dcia se designe un Magistrado es·
pecial que conozca de ellos· en ímÍCo proceso, lo que, ~e cum­
plirse hubiera conducido a una sola sentencia de instancia y
de s'¿plicación. evitando la dIspandad· decisoria, siendo los
Magistrados de Trabajo de instancia los que, según dicha nor­
ma, debian poner el hecho en canocimiento c;te su superior para
el nonibramL"nto de dICho Magistrado especaal, por lo que esta
exigencia incumplida, ·de importancia decisiva en el caso que se
contempla, ha dado lugar a una desigualdad injusttlicada y
contraria al articula 14 de 1& Constitución.

Además, existen otras identidades que deben destacarse por
su interés; los conflictos surgen a consecuencia de dos expe­
dientes de conflicto colectivo simultáneo, que afectan a la mis­
ma Empresá en dos centros de trabajo propios, y también a
los trabajadores ligados con ella por idéntica relación iaboral.·
y el problema que los orlginaba y se decidi6 era igual en ambos
casos al referirse a la interpretación del documento de InBjOra
del 26 de mayo de 1965. en su intercurrencia con el Real De·
creto 53/1Q80, que realizaron, como se dijo,. primeramente las
Magistratura!io de Trabajo y después ,de la mIsma Sala del TCT.

Todo 10 que determlDa destacar la singularidad y excepcio·
naHdad del supuesto planteado y de su tratamiento en amparo,
ya que en definitiVa en la aplicación jurisdicional de la Ley
un mismo convenio ba sido interpr-etado en casos notoriamente
iguales con acusada desigualdad, otorgando el derecho {le me­
jora a. unos trabajadores Y ne,gándoselo sin embargo ~ otr:os,
no existiendo otra posibilidad de alcanzar la Igualdad Juridlca
-si en definitiva procedIera- que anulando la sentencia de 29
de diciembre de 1961. ....

7. La clara desigualdad 'en 1& aplicación de la. ley produ­
cida, al no tratar las sentenci8S'/del TCI los supuestos. ~e hecho
iguales de manera idéntica en sus cohsecuenclas jundicas, lU­
cide también en el articulo 1-4 de la CE, según quedó inter­
pretado por la doctrina de este Tribunal; recogida en el.p.un­
to '4.°, puesto que dicho órgano ju?-icial oncarg~dC? de ~hic8::r
la jurisprulíilenCia fue el que prodUJO la contradiCCión. SID POSI­
bilidad de correcci6n por un Tribunal superior, aloa conce·
derse recurso efectivo contra -las sentencias del TCT, esté.ndole
sin embargo permitido modificar el sentido de sus resolu:clOnes,
apartándose de las precedentes. empleando fundamentacIón. ~u­
ficiente y razonable para Justificar juridicamente la desv18clOD,
lo qUe no ha ocurrido en....el caso de examen, puesto que las dos
sentencias contradictorias son igualmente fundadas y razcnadas,
y el apartamiento de la última 'en relación a la primera no es
explícito, ya que no la cita y la dascont?ce, faltando una re.fu~a­
ción· consciente y directa de su conteDldo, por ll? ~ue la u~:llca
solución, como se dijo, para lograr 1& tutel~ s<?llcltada en am­
paro es decretar \la nulidad de la sentencla. Impugnada, que
precisamente se notificó a los recurrentes un día de~pués al de
dictarse la sentencia de 19 de enero de 1982~ ,pero sm que este
Tribunal Constitucional pueda sustituir al 6rgano competente
en la interpretaci6n de la ley y del acuerdo de mejora,. ni por
tanto corregir o no la posición jundica ofrecida. en las desigua­
les sentencias. al resultar tan válidas una como la otr.a desde
el punto de visla constitucional, y pertenecer la decIslqn al
Tribunal competente de la 1urisdicción ordinaria, que es el TCf,
quien deberá producirse con absoluta libertad de criterio al de-­
cidir entre las dos hipótesis posibles, de estimar que es ca·
rrec~ la soluci6n -ofrecida por la sentencia de 1Q de enero de
1..982, acogiendo su doctrina y dictando idéntica resoluci6n, o bien
manteniendo la misma posición adoptada en la sentencia aquí
anulada., peto, en este supuesto, haciéndolo. de manera ra~o·
nada y justificada al exponer la fundamentacIón que le perm. ta
Jurídicamente apartarse de la doctrina ex-puesta en aquella otra
sentencia.

8. La decisi6n adoptadá no estA. afectada por las alegaciones
de oposición utilizadas por 1& emprasa que se opuso al amparo,
toda vez que: '

'al Aunque la sentencia de 19 de enero de 1982 no· se refiere
a los recurrentes en 'amparo, no por ello les resulta ajen~, ya
que es el término de, comparaci6n necesario, para que sUrJa la
discriminación que proscribe el articulo 14 de la CE. y que de­
bian utilizar para que p'ueda surgir .el reconocimiento de su
derecho a la mejora que otra sentencia les denegó.

bJ El proceso de amparo es por su naturaleza esencialmente
revisor, pues segun el articulo 55.1 de la LOTC, puede el T~¡blmal
Constitucional anular ·resoluciones judiciales cuando impLden el
pleno ejercicio de derechos 0- libertades protegidas, por lo. que

. tampoco procede admltlI que la sentencia judIcial constltuya
cosa juzgada,· si se somete ,al recurso de amparo dentro de pIa·
EO, y en tanto éste no 8e decida..
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rALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional,
POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCION
DE LA NACION ESPAI'IOLA. .

Ha decididol

Estimar el recurso de amparo, declarando la nulidad de la
sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 29 de diciembre

de 1981, para que en su lugar dicte otra con absoluta U.bartad
de criterio y con el alcance determinado en el punto séptImo de
los fundamentos Jurídicos de esta reSOlución.

Publfquese esta sentencia en el ..Boletín Oficial del Estado-.

Madrid a veinticuatro de -enero de ml1.novecientos ochenta y
tres,-Manuel CarcLa-Pelayo Alonso.-Angel LsJorre Segura.­
MaDl~el Diez de Velasco Val1ejo,-GIorla Begué Cant6n.-Rafael
Gómez-Ferrer Morant.-Angel Escudero del Corral.-Firmados y'
rubricados.

En la cuestión de inconstltucional1dad número 222/1982, p~
movida por la Sala Sexta del Tribunal Supremo, contra el al­
ticu:o 170 del ReaL Decreto legislativo 1568,1980, de 13 de Junio;
texto refundido de ia Ley de Procedimiento Laboral. Han com­
parecido el Abo~ado del Estado, en nombre V repre...entac¡On del
Gobierno "el Ministerio Fiscal, y ha sido Ponente el Magi$tra­
do don Angel Escudero del Corral, quien expresa el parecer del
Tribunal.

situación limite por la Imposibilidad material de constit1J.ir 101
depósitos en relación con cantidades importantes o por la 8S~
cial situación del recurrent",. como es el caso de la suspenSión
de pagos, 10 que originará una evidente. indefensión espe~a)
pOr la rtgida interpretación jurisprudenCial sobre la declaracI6n
de- pobreza que no soluciona tales situaciones, Adoptando ~a
posición relativa y que atiende más al caso concreto que. a la
declaración general del artic.ulo 170 de la Ley de Procedimiento
Laboral, estima que 'debe declararse a! menos que dicho pre­
cepto es inconstitucional en cuanto impida acceder a la casa­
ción si pOr la personal situación del recurrente no puede seo­
garse a los· supuestos de excepción previstos por la Ley..

Sin oponerse a la admisión de la cuestión expone, sin em­
bargo, también algunas reservas dirlMdas a mostrar que la
solución del caso dabatido no depende tanto de la norma cues­
tionada como de la postura del actor que, con su conducta,
orig~n6 la presunta desigualdad e indefensión al no concurrir
al juicio. no haber probado su falta de medioa e<:0?ómtcos y
no oponer reparo alguno a la consignación al notlfIcársele la
sentencia, I

4. Por su parte, el Abogado del Estado se opone a .1a decla­
ración de lDconstituctonaHdad cel articu.lo 170, lushflCa-:ldo la
consignación en la necesidad de garantizar el cumplimiento de
la spo-tencia 'J la ejecución provisional. Tod~ ello se a.poya, en
su opinión. en el ca.ré.cter tuitivo del Derecho laboral Imp,ue'>to
constitucionalmente por los artículos 9,2. 35. que remite a
un concreto Estatuto de los Trabajadores. Y 40, 41 Y 42 de
la. CE, todos los cuales muestran la configuración.de los tra·
baiadores como un grupo social especialmente con'>lderado por
la norma fundamental. Con apoyo en la propia jurisprudencia
del Tribúnal Constitucional. ai\ade' que el ar:ículo 24.1 de
1& CE no exige que en todas las cuestiones esté abi8rto un ~­
curso extraordinario como es .~l de casación , que es Ifc;to
supeditar el recurso a requisitos o cargas que sean pr~porcIo­

nadas y puedan jUstificarse razonablemente, El conteDldo del
artículo 170 es similar a un sUiJUesto de ejecución provisional'
de sentencia que no es posible estimar contrario a la Consti­
tución, lo que sucede no sólo para la consignación ~e la con­
dena sino también para el recargo del 20 por 100 que tlene Igual
finalidad mediata aparte de intn.ntar-disuadir de recursos mera.­
mente dilatorios. En cuanto a la posible di~criminadóI) para
los recurrentes con escasos medios económico!. estima que todo
lo I más cabe reprochar al legislador no haber utilizado un
criterio más generoso que el de la declaración de pobreza,
pero· no puede el TribUnal Constitucional sustituirlo por otro,
y siempre es posible unaflexibilización lurisprudencial del
articulo 17D de la Ley de Procedimiento Labora!. No ex:ste, pOl'
fin, infracción del articulo 14 de la CE, al exigir la consigna­
etón sólo al empresario. pues ex1ste una Justificación r!\zonada
en atención a que el traba,iador es la parte más débil de la
rela(:1ón laboral y, por tanto, acreedor a una especial protec.­
ción.

3. .Por .providencia de 13: de enero de 1982 se seña~ó el día
20 siguiente para que el Pleno del Tribunal ConstItucional
deliberara y decidiera la cuesUón de.lnconstitucionalidad. como
asi realizó. .

n. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primer'O.-El obleto de la presente cuestión de lnconstf.tuclo~
nalidad consiste en determinar si el articulo 170 del texto re­
fundido de la Ley de Procedimiento Laboral (LPU, aprobado
por el Real Decreto legislativo 15681199ll, de 13 de lunio, es o
no contradictorio con los derechos fundamentales proclamados
en los articulos 14 y 24.1 de la Constitución EspahoIa (CE).

- El articulo 170 de la LPL (del mismo modo que el arUcu­
lo 154.. en relación con el recurso de suplicación), impone como
requisito IndIspensable pa.ra:la preparación del recurso de
casación. trente a las sentencias dictadas por las Magistraturas
de Trabalo, la consignación previa del Importe de la condena.
incrementada en un 20 por lOO, en la cuenta comente sobre
anUcipos reintegrables que la Magistratura tenga abierta en
el Banco de Espafta o en stís sucursales. La norma,"'en cahe-­
'rencia con 10 dispuesto en materia de gratuidad por el articu­
lo 12 de la propia LPL, en relación con el 1<1 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil al que remite, establece un tratamIento
claramente diferenciado paTa $1 trabajador y el empresario,
pues mientras impone a éste la consignación en todos los
supuestos que resulte condenado a satlsracer el pago de canti­
dades, exime a aquél de tal obligación en iguales casos

La obligación de oonsign8l' 88 obleto de una amplia trad.l~

cl6n en el ordenamiento laboral ?sp~ol.' :qu~ com}enza en la

,
SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

5310

la siguiente

I. ANTECEDENTES

1, Habiendo sido condenado don Sebastián Auger Duró al
pago de indemnizaciones por sentencia de la Magistratura de
TrabaJo número 12 de Barcelona., de 15 de septiembre de 1981,
anunció· su propósito de interponer recurso de casación com­
prometiéndose a constituir el depósito de 5.000 pesetas a que
se refiere el articukJ 182 de la. Ley de Procedimiento Laboral
en el momento procesai opOrtuno. La Magistratura.ele Trabajo
acordó por providencia de 13 de octubre no haber lugar a tener
por anunciado 'el recurso por falta de consignación de la can­
tidad objeto de la condena incrementada con' un 20 por 111JO
como exige el articulo 170 de igual Ley. Formulado recurso de
reposición que es desestiinado por auto de" 30 de octubre, el
actor interpone queja ante la Sala Sex:a del Tribunal Supremo
alegando que la exigencia del articulo 170 de la Ley de Proce­
dimiento Laboral es contraria a la tutela efectiVa de los dere­
chos reconocida en el articulo 24..1 de la Constitución.

.Tras ·la correspondiente tramitación conforme al articulo as
de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC). la Sala
Sexta del Tribunal Supremo dicta auto de 8 de junio de 1982,
por el que acuerda elevar cuestión de lnconstituc1onalidad 80­
bre el articulo 1070 de la Ley de Procedimiento Laboral, ba­
sándolo en las siguientes consideraciones: a) al exigir dicho
Precepto para recurrir en casación la consignación del lmporte
de la condena puede originar que la insuficiencia de medIOS
económicos impida la interposición del recurso. 10 que P<Xlria
dar lugar a la vulneración del derecho a la tutela efectiva
(articulo 2<1,1 de la Constituclón.Espat'iola -CE-) y del prin­
cipio de igualdad (articulo 1<1 de la CEl, pues tal consignación
no es exigida al trabajador recurrente: b) el beneficio de po-.
breza que exceptúa al empresario de la obligación de consignar
no siempre resuelve el problema de falta de medios económicos
para la consignación; c) la tradición española ha venido ex1~
glando la consignación con la finalidad de evitar recursoá
dilatorios. garantizar el cumplimiento del fallo y facUitar la
ejecución provisional; d) teniendo en cuenta que el principio
de igualdad exige no un tratamiento igual sino correlativo a
la situación de las ·personas, tal vez mAs qUe una derogación
del precepto seria precisa una ;modificadó,n que garantizara
la nexibilidad en su.. aplicación.

2. Admitida a trámite la cuestión por la SeccIón Primera
el 23 de junio de 1982, se da traslado de la misma. conforme al
articulo 37.2 de la LOTC. al Congreso de los Diputados, aJ
Senado. al Gobierno y al Fiscal General del Estado al obleto
de que en el plazo común e Improrrogable de quince dfas
pued~n personarse en el procedimiento y formular alegaciones.
En dIcho- plazo se rectbe contestación dei Presidente del Senado
ofreciendo su colaboración y se persenan y formulan alegad()o.
nes el Ministerio Fiscal y el Abogado d"'l Estado en represen­
tación del Gobierno. Igualmente 98 acuerda la publlcación de
1'8 cuestiÓn para general conocimfpnto en el .. Boletín Oficial
del Estado_, lo que tiene lu,var el dia 3 de Julio.

3. En sus alegaciones,' el .Ministerio Fiscal expone que 1&
apl1caCión del articulo 170 puede llevar en OCASiones & una

Pleno. Cuestión d~ tnconstitudonciUdad número
222/1982.-Sentencia número 3/1983, de 25 de enero.
'Y yoto particular.

El Pleno del Tribunál Constitucional, oompuesto Por don
Manuel García-Pelayo y Alonso, Presidente; don Jerónimo Aro­
zamena Sierra. don Angel Latorre Segura, don Manuel' Diez
de Velasco Vallejo. doña Gloria Begué Cantón, don Luis Diez
Picazo don Francisco Tomás y Valiente. don Rafael G6mez­
Ferrer' Morant, don Angel Eséudero del Corral y don Antonio
Truyol SeITa, Magistrados, han 'pronunciado


